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Resumen: Este trabajo analiza las cuestiones de Derecho Internacional Privado más controver-
tidas de la sentencia dictada por la sala de lo Civil del Tribunal Supremo número 2282/2020, de 6 de 
Julio, resolviendo el recurso de casación interpuesto por la mercantil española Ingeniería y Tratamiento 
de Valorización S.L., siendo parte recurrida la empresa alemana Econ Industries GMBH, en la que se 
plantea la interpretación de la Convención sobre las Naciones Unidas de 11 de Abril de 1980, sobre los 
contratos de compraventa internacional de mercaderías que, para el ejercicio de los derechos que reco-
noce al comprador, le impone la carga de comunicar al vendedor tanto la falta de conformidad con la 
mercancía recibida, como la resolución del contrato “en un tiempo razonable”.

Palabras clave: contrato  compraventa internacional de mercaderías, Convención de Viena de 11 
de Abril de 1980, obligaciones del comprador en contrato internacional de compraventa de mercaderías, 
plazo para comunicar falta de conformidad en recepción de mercaderías internacionales.

Abstract: This work analyzes the most controversial issues of Private International Law in the 
sentence issued by the Civil Chamber of the Supreme Court number 2282/2020, of July the 6th, solving 
the appeal in cassation filed by the Spanish company Ingeniería y Tratamiento de Valorización S.L, The 
German company Econ Industries GMBH was the party appealed against, in which the interpretation 
of the United Nations Convention of 11th April 1980 on Contracts for the International Sale of Goods 
was raised, which, in order to exercise the rights it recognizes for the buyer, imposes on it the burden of 
communicating to the seller both the lack of conformity with the goods received and the termination of 
the contract “within a reasonable time”.

Keywords: international sale of goods contract, Vienna Convention 11th April 1980, buyer’s obli-
gations in international sale of goods contracts, deadline to communicate the party’s disagreement on 
the reception of international goods.
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Sumario: I. Antecedentes de hecho. II. Cuestiones jurídicas clave que se debaten; mención 
especial a la obligación del comprador de comunicar en un plazo razonable tanto la falta de conformi-
dad en la recepción de mercaderías internacionales como la resolución del contrato bajo el marco de la 
Convención de Viena de mercaderías internacionales de 11 de Abril de 1980. 1. Competencia judicial 
y ley aplicable. 2. Aplicabilidad de la Convención de las Naciones Unidas sobre los contratos de com-
praventa internacional de mercaderías de 11 de Abril de 1980. 3. ¿Cómo ha de comunicar el comprador 
al vendedor la falta de conformidad en relación con las mercancías recibidas según la Convención de 
Viena de 11 de abril de 1980? ¿Y con respecto a la resolución del contrato? III. Conclusiones.

I. Antecedentes de hecho

1. En síntesis, los hechos que dan lugar a la sentencia que aquí se comenta se concretan en que 
el 20 de Mayo de 2008, ambas empresas firmaron un contrato por el que la mercantil alemana aquí de-
mandada (en adelante ECON) debía suministrar material, maquinaria y asistencia para la instalación de 
una unidad de desorción térmica (en adelante TDU) en Dinnington (Reino Unido). El precio se acordó 
que sería en una serie de plazos condicionados a varios cumplimientos, entre otros, cabe mencionar que 
ambos pactaron que era necesario realizar una serie de comprobaciones técnicas con unos requisitos 
mínimos durante el plazo de cinco días tras la puesta en marcha de la mencionada máquina.

2. Dichas pruebas no resultaron satisfactorias y ello, unido a otra serie de vicisitudes y proble-
mas que hubo durante el periodo de montaje de la TDU (retraso por el fallo de soldaduras, coste de las 
piezas de recambio, problemas con el software, etc.), llevaron a la empresa española a entender que 
había existido incumplimiento de contrato por la empresa alemana demandada, y, consecuentemente 
a formular la correspondiente demanda, si bien, antes de presentar dicha demanda, concretamente el 
18 de Diciembre de 2012, la parte actora remitió a la demandada por conducto notarial una carta en la 
que, al amparo de lo previsto en el artículo 39 de la Convención de Viena, comunicaba “formalmente la 
absoluta disconformidad con la mercancía suministrada por ECON, advirtiendo de la interposición de 
acciones legales si no se adecuaba la TDU a los parámetros de funcionamiento pactados”.

3. Insatisfechas, por tanto, dichas pretensiones, la demanda se presentó finalmente el 18 de 
Noviembre de 2013.

4. En la sentencia de primera instancia la mercantil española formuló demanda contra la com-
pañía alemana Econ Industries GMBH, por la que solicitaba básicamente que se declarara la resolución 
del contrato de compraventa internacional de mercaderías firmado por ambas y que se condenara a la 
demandada, por un lado a la reintegración del total del precio satisfecho por un total de dos millones 
trescientos treinta y tres mil novecientos treinta y un euros con setenta céntimos (2.333.931,70 euros) 
más intereses y además que se la condenara a pagar la cantidad de dos millones ciento sesenta mil euros 
(2.160.000 euros) con expresa condena en costas para la demandada.

5. Es relevante mencionar que la demanda fue estimada íntegramente por el Juzgado de Primera 
Instancia número 29 de Barcelona.

6. Dicha sentencia fue recurrida en apelación por la representación de la demandada ante la 
Audiencia Provincial de Barcelona, que revocó totalmente la misma imponiendo a la mercantil española 
la costas de la instancia.

7. Ingeniería y Tratamiento de Valorización S.L interpuso recurso extraordinario por infracción 
procesal y recurso de casación.

8. La Sala de lo Civil de nuestro más Alto Tribunal, en la sentencia objeto del presente estudio, 
STS.2282/2020 de 6 de Julio, resuelve en el sentido de desestimar íntegramente el recurso de casación 
con expresa condena en costas para la recurrente.
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II. Cuestiones jurídicas clave que se debaten

9. El objeto esencial del presente estudio se centra en analizar la aplicabilidad de la Convención 
de las Naciones Unidas sobre los contratos de compraventa internacional de mercaderías, firmada en 
Viena el 11 de Abril de 1980, en vigor con carácter general desde el 1 enero 1988 y, para España, desde 
el 1 agosto 1991 (BOE núm. 26 de 30 enero 1991 y BOE núm. 282 de 28 noviembre 1996), su inter-
pretación en relación con determinadas cuestiones, y, principalmente, la cuestión de la obligación que 
impone al comprador de comunicar al vendedor tanto la falta de conformidad de la mercancía recibida, 
como la resolución del contrato “en un tiempo razonable”.

1. Competencia judicial y ley aplicable

10. Desde el punto de vista del Derecho internacional privado, la primera cuestión a aclarar es la 
competencia internacional de los tribunales a los que acude el demandante. En este sentido, se analiza en 
primer lugar qué Juzgado sería competente para conocer de la presente cuestión: al someterse las partes 
en el contrato a los jueces y tribunales de Barcelona, el Tribunal tiene que comprobar en primer lugar 
si cabe la sumisión expresa de las partes, y, la solución a la que llega muy acertadamente es afirmativa, 
toda vez que, al ser aplicable (por la fecha de firma del contrato) el Reglamento 44/2001 del Consejo 
de 22 de Diciembre de 2000 sobre competencia judicial internacional y reconocimiento y ejecución de 
sentencias,  en el mismo se contempla tanto la sumisión expresa como la tácita.

11. Efectivamente, el Reglamento regula la competencia judicial internacional en materia tanto 
civil como mercantil, siempre que se trate de materias que no hayan sido expresamente excluidas por el 
mismo, confirmando en su artículo 23.1 (en la actualidad artículo 25 del actual Reglamento 1215/2012 
de 12 de Diciembre) la aceptación de la sumisión expresa, siempre que ambas partes así lo hayan 
acordado: o por escrito o verbalmente con confirmación escrita; o en una forma que se ajustare a los 
hábitos que las partes tuvieren establecido entre ellas; o bien en el comercio internacional, en una for-
ma conforme a los usos que las partes conocieren o debieren conocer y que, en dicho comercio, fueren 
ampliamente conocidos y regularmente observados por las partes en los contratos del mismo tipo en el 
sector comercial considerado.1

12. En cuanto a la ley aplicable, sin embargo, las partes no previeron en el contrato cuál sería, 
por lo que, a continuación es relevante analizar las siguientes cuestiones: si se trata o no de un “contrato 
internacional”, y, de ser así, qué ley sería aplicable, la Convención de Naciones Unidas de compraventa 
internacional de mercaderías de 11 de Abril de 1980 o bien el Convenio de Roma I y por qué razón.

13. La primera cuestión, esto es, cuándo podemos estar hablando de que un contrato es “inter-
nacional”, es relevante en tanto en cuanto, tal y como dicen los profesores J. Carrascosa González  y 
A. L. Calvo Caravaca, el Convenio de Viena es solo aplicable a las compraventas internacionales, no 
siéndolo a las “compraventas internas”; además, las disposiciones de la CVIM deben ser interpretadas 
dentro del marco internacional, teniendo en cuenta “la necesidad de promover la uniformidad en su 
aplicación y de asegurar la observancia de la buena fe en el comercio internacional”.2

1  El artículo 23.1 del Reglamento 44/2001 del Consejo de 22 de Diciembre de 2000 sobre competencia judicial internacio-
nal y reconocimiento y ejecución de sentencias establece que “si las partes, cuando al menos una de ellas tuviere su domicilio 
en un Estado miembro, hubieren acordado que un tribunal o los tribunales de un Estado miembro fueren competentes para 
conocer de cualquier litigio que hubiere surgido o que pudiere surgir con ocasión de una determinada relación jurídica, tal 
tribunal o tales tribunales serán competentes. Esta competencia será exclusiva, salvo pacto en contrario entre las partes”. 

2  A. L. Calvo Caravaca y J. Carrascosa González, “Derecho Internacional Privado”, volumen II, 10ª ed., Granada, 
Comares Editorial, junio 2009, p. 534.
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14. No se trata de aplicar el concepto de “internacional” per se, sino encuadrado dentro del mar-
co jurídico concreto que se está estudiando, en este caso la compraventa internacional de mercaderías. 
Por tanto, y en consonancia con la Convención de Viena, podríamos concluir que “una compraventa 
es internacional cuando las partes contratantes tienen establecimientos en distintos Estados o cuando 
las partes tienen sus establecimientos en un mismo Estado pero el lugar de conclusión del contrato, el 
lugar en el que están situadas las mercancías o el lugar al que deben ser transportadas para su entrega 
se encuentra en otro Estado distinto”.3

15. Para entender qué ha de considerarse “compraventa internacional de mercaderías” en el 
marco de la CVIM, tendremos que comprobar que concurra alternativamente uno de los siguientes 
criterios (criterios espaciales de aplicabilidad de la norma) o bien que las partes tengan sus estable-
cimientos en Estados diferentes pero que sean Estados contratantes (Estados firmantes del CVIM). 
En este caso, el CVIM es aplicable con independencia de lo que indique la “norma de conflicto” del 
Derecho Internacional Privado del foro y de cuál sea la “Ley del contrato”, o bien que las partes ten-
gan sus establecimientos en Estados diferentes, aun cuando no sean “Estados contratantes”, siempre 
que las normas de Derecho internacional privado del Estado cuyos tribunales conozcan del asunto, 
prevean la aplicación, al contrato, de la Ley de un “Estado contratante” en el CVIM4; no obstante ello, 
hay que hacer constar que la propia Convención concede a los Estados contratantes cierta discreciona-
lidad para excluir la aplicación de determinados apartados, así como su aplicación solo para unidades 
territoriales diferentes dentro del mismo Estado, si existiera diversidad de sistemas jurídicos en dicho 
Estado contratante.5

16. En la misma línea, la sentencia analizada remarca dicho carácter haciendo alusión precisa-
mente a que “las partes tienen sus establecimientos en Estados diferentes” (artículo 1 de la CVIM).6

17. En el presente supuesto, podríamos decir que existen “tres elementos  extranjeros distin-
tos”: empresa con establecimiento en España (la actora), empresa con establecimiento en Alemania 
(la demandada) y la ciudad de Dinnington (en Reino Unido) que era donde se iba a instalar la TDU (la 
máquina que se iba a fabricar), si bien, y como acertadamente razona la sentencia objeto de este estudio, 
este último dato es irrelevante a la hora de calificar el carácter internacional de la relación contractual, 
por las razones anteriormente apuntadas. 

18. Una vez aclarada la cuestión, y teniendo concretado que se trata de una relación contractual 
de compraventa internacional en el marco de la CVIM, se puede dar un paso más en el análisis y ver 
entonces qué Ley sería aplicable teniendo en cuenta la fecha en la que se firmó el contrato y demás ca-
racterísticas de la relación (naturaleza de la prestación principal, si existen prestaciones secundarias o 
varias principales, etc.).

19. A tal efecto, es de reseñar que en el presente caso, ambas partes dan por supuesto, y así se 
recoge en los hechos probados de la sentencia, “que los servicios de montaje y funcionamiento de la 
máquina eran accesorios respecto de la parte principal de las obligaciones de la demandada de fabri-

3  E. Castellanos Ruiz, “La Convención de Viena de compraventa internacional de mercaderías: ámbito de aplicación, 
carácter dispositivo y disposiciones generales”, Cuadernos de la Maestría en Derecho, Nº 1, diciembre 2011, pp. 81-82.

4  A. L. Calvo Caravaca y J. Carrascosa González, “Derecho Internacional Privado”, volumen II, 15ª ed., Granada, 
Comares Editorial, junio 2014, p. 815.

5  Artículos 92 y 93.1 de la Convención de Viena de las Naciones Unidas sobre la compraventa internacional de mercaderías 
hecha en Viena el 11 abril 1980, en vigor con carácter general desde el 1 enero 1988 y, para España, desde el 1 agosto 1991 
(BOE núm. 26 de 30 enero 1991 y BOE núm. 282 de 28 noviembre 1996).

6  Artículo 1 de la Convención de Viena de las Naciones Unidas sobre la compraventa internacional de mercaderías hecha en 
Viena el 11 abril 1980, en vigor con carácter general desde el 1 enero 1988 y, para España, desde el 1 agosto 1991 (BOE núm. 
26 de 30 enero 1991 y BOE núm. 282 de 28 noviembre 1996).
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cación y suministro de la máquina (la TDU)”. Como luego se verá, este dato es decisorio a la hora de 
dilucidar la aplicabilidad o no de la Convención de Viena (CVIM).

20. La cuestión concreta que habría que determinar es: si es aplicable al caso la Convención 
de Viena de compraventa internacional de mercaderías de 11 de abril de 1980 o si lo es el Convenio de 
Roma firmado el 19 de Junio de 1980, posteriormente sustituido por el Reglamento (CE) nº593/2008 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de Junio de 2008, sobre la ley aplicable a las obligaciones 
contractuales, más comúnmente conocido  como “Reglamento de Roma I”. 7

21. A priori, en éste último sería incardinable el supuesto, en tanto en cuanto se trata de una 
“obligación contractual” en el marco de un contrato internacional entre dos partes que son nacionales 
de dos países firmantes del mismo, como son España y Alemania, aunque, también lo sería, como a con-
tinuación se va a analizar en la Convención de Viena, por cuanto que concurren los requisitos exigidos 
para su aplicabilidad, a saber: a) que las partes tengan sus establecimientos en Estados diferentes (artí-
culo 1 de la CVIM); b) que se trate de una compraventa internacional de mercaderías (mismo artículo); 
c) que no se trate de una de las materias excluidas en la Convención (artículo 2 Convención de Viena); 
d) que las partes no hayan excluido expresamente su aplicación (artículo 6 de la Convención).

22. Por tanto, siendo en principio aplicables ambos marcos normativos al supuesto que nos 
ocupa, la cuestión se centra en ver ante tal concurrencia cuál de los dos prevalece. Ante tal cuestión, 
la sentencia del Tribunal Supremo objeto de nuestro comentario afirma que “la Convención de Viena 
prevalece sobre el “Convenio sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales abierto a la firma 
en Roma el 19 de Junio de 1.980 ( Convenio de Roma)” y, argumenta el Alto Tribunal que ello es así 
porque “el artículo 21 del Convenio de Roma establece que el mismo no afectará a la aplicación de 
los convenios internacionales de los que un Estado contratante sea parte o pase a ser parte” y, ese es 
precisamente el caso de la Convención de Viena”.8

23. Personalmente me parece un argumento válido, si bien, yo añadiría, además, que es apli-
cable la Convención de Viena y no el Convenio de Roma, por el “principio de especialidad” que rige 
en todos los ámbitos del Derecho, y por ende, también en Derecho Internacional Privado, en virtud del 
cual, concurriendo dos normativas a priori aplicables, prevalece aquella que es más específica sobre la 
más general. Este principio viene enunciado mediante el aforismo romano “lex specialis derogat legi 
generali” que viene a expresar la decisión jurisprudencial de Papiniano, recogida en D.50,17,80, según 
la cual, en Derecho, lo específico prevalece sobre lo genérico.9

Este principio general del Derecho está pensado en aras de encontrar una solución más justa al 
caso concreto, ya que, las normativas especiales, en principio, parece que se ajustan más a las circuns-
tancias específicas de caso particular.- 

24. Por último, también es de destacar, que, la propia parte demandante, al enviar el 18 de 
diciembre de 2012, a la demandada por conducto notarial una carta en la que le comunicaba formal-
mente la absoluta disconformidad con la mercancía por ella suministrada, lo hacía “al amparo de lo 
previsto en el artículo 39 de la Convención de Viena”, es decir, la propia parte asumía la aplicación de 
la Convención al supuesto.

7  Nótese que, al ser el contrato objeto de esta sentencia celebrado y firmado en fecha 20 de Mayo de 2008, no le es de aplica-
ción el Reglamento (CE) nº593/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de Junio de 2008, sobre la ley aplicable a las 
obligaciones contractuales (DOUE L 177 de 4 julio 2008), más comúnmente conocido  como “Reglamento de Roma I”, por tener 
fecha de entrada en vigor posterior, sino el anterior, esto es, el Convenio sobre la Ley aplicable a las Obligaciones Contractuales, 
abierto a la firma en Roma el 19 de junio de 1980, BOE núm. 171, de 19 de julio de 1993, páginas 21953 a 21959.

8  Posteriormente, y de manera análoga, recoge el artículo 25 del “Reglamento Roma I” (DOUE L 177 de 4 julio 2008) la 
misma salvedad de no afección con respecto a la aplicación de los convenios internacionales de los que un Estado contratante 
sea parte.

9  Vid. (https://www.expansion.com/diccionario-juridico/principio-de-especialidad.html).
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 2. Aplicabilidad de la Convención de las Naciones Unidas sobre los contratos de compraventa 
internacional de mercaderías de 11 de Abril de 1980

25. En relación con la importancia de la Convención, remarcaría que más de cincuenta países 
forman parte en la actualidad de la citada Convención. Ello significa que 2/3 de la población mundial 
disponen del mismo conjunto de normas en relación con el contrato de compraventa internacional y, lo 
que es todavía más importante, es que más de 2/3 del conjunto del comercio internacional queda gober-
nado por la misma.10 Ha sido redactado en las seis lenguas oficiales de la ONU, a saber: inglés, español, 
francés, ruso, árabe y chino.

26. Con respecto a su aplicabilidad, anteriormente se ha comentado la concurrencia en este caso 
de los requisitos para que proceda, si bien, ahora vamos a detallar un poco más el requisito concreto de 
por qué podría considerarse que se trata de una “compraventa de  mercaderías” si también el contrato 
contemplaba, además de la venta, el montaje y la puesta en funcionamiento de las piezas.

27. El artículo 3 de la CVIM afirma literalmente que “se considerarán compraventas los con-
tratos de suministro de mercaderías que hayan de ser manufacturadas o producidas (…)”, es decir que 
en parte, el objeto del contrato sí que se incardinaría en el supuesto, si bien, como se ha dicho con ante-
rioridad, el objeto del mismo también abarcaba las obligaciones de montaje y puesta en funcionamiento 
de la máquina, por lo tanto, y aunque este tipo de contrato pertenece al grupo de contratos denominado 
“contratos mixtos”, es determinante analizar a la hora de calificar el contrato, qué prestación era princi-
pal y cuál o cuáles eran accesorias o si todas han de ser consideradas principales.11

28. Pues bien, en este caso, el asunto es claro, toda vez que, tal y como se contempla en la sen-
tencia que estamos comentando, ambas partes, actora y demandada, han reconocido en sus respectivos 
escritos que “los servicios de montaje y puesta en funcionamiento eran accesorios con respecto a la 
parte principal de las obligaciones del contrato que era la de venta de la máquina y piezas de la  misma, 
lo cual además coincide con que lógicamente el servicio principal que ofrece la empresa alemana es el 
de venta del producto, si bien, adicionalmente pero de manera secundaria, simplemente “como un plus” 
también oferta el montaje y puesta en funcionamiento, sobre todo dado que se trata de una máquina muy 
específica de difícil montaje”. 

29. Por tanto, teniendo una obligación principal “venta de piezas y máquina” y siendo las demás 
secundarias, se entendería subsumido en artículo 3 de la CVIM anteriormente comentado, puesto que se 
podría definir como “contrato de compraventa de mercaderías”.

30. Otro aspecto a destacar de entre los requisitos para su aplicabilidad es el “curioso” artículo 
6 de la CVIM, que deja a la voluntad de las partes la posibilidad de su propia exclusión, con la particu-
laridad, además, de que pueden incluso excluir únicamente “partes de la misma”.

31. En el caso que nos ocupa, las partes no hicieron uso de dicha prerrogativa, por lo que, en 
concurrencia con el resto de requisitos exigibles, nos lleva a la clara conclusión de que la Convención 

10  M. P. Perales Viscasillas, “El contrato de compraventa internacional de mercancías (Convención de Viena de 1980)”, 
Pace Law School Institute of International Commercial Law, (https://www.cisg.law.pace.edu/cisg/biblio/perales1.html).  

11  Jurisprudencia aplicable al supuesto de hecho del artículo 3 CVIM: OLG Frankfurt a.M., 17 septiembre 1991 (Alemania) 
(PACE) (UNILEX), donde se ha señalado la inclusión bajo las normas de la Convención de un contrato de compraventa de 
zapatos con arreglo a las especificaciones proporcionadas por el comprador alemán sobre la base del concepto interno alemán 
del “Werklieferungsvertrag” y Oberster Gerichtshof, 27 octubre 1994 (Austria) (PACE) (UNILEX), donde la Convención no 
se entendió aplicable a un contrato para la fabricación de cepillos y escobas, por el cual la parte ordenante suministraba una 
parte sustancial de las mercancías necesarias para la producción (art.3.1 CNUCCIM). El laudo de la ICC 7660/JK, 23 agosto 
1994 (Austria) (PACE) (UNILEX), ha indicado que se regula por el artículo 3.1 de la Convención los contratos de producción, 
entrega e instalación de maquinaria.
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de Viena es directamente aplicable, sin embargo, en el recurso de casación, la parte recurrente trató de 
argumentar su inaplicabilidad, con el argumento de que la misma solo sería aplicable a venta de mer-
caderías “en serie”, sin diferenciarse una de otra, y además sin importar si finalmente están bien insta-
ladas o no, y continúa el recurrente diciendo: “en el presente caso sí es determinante que la máquina 
esté correctamente instalada” por lo que, según él, la Convención no sería de aplicación. El Tribunal 
Supremo rechaza tal argumentación por varias razones, entre otras, porque la propia parte recurrente 
invocó la aplicación de la Convención al enviar la carta previa de comunicación y requerimiento a la 
demandada y además en ello basó su demanda inicial; además, sigue diciendo el Alto Tribunal, en vir-
tud del artículo 3 de la misma Convención, los denominados “contratos mixtos” como el presente (que 
contemplan varias prestaciones) también estarían amparados por la misma, siempre que la principal sea 
la de venta o suministro.

32. Centrando el asunto en la aplicabilidad de la Convención, hay que tener en cuenta que en 
ésta no se regulan todas las cuestiones relativas a los contratos internacionales de mercaderías, sino solo 
algunas. 

33. En su artículo 4 se establece que “regula exclusivamente la formación del contrato de com-
praventa y los derechos y obligaciones del vendedor y del comprador dimanantes de ese contrato (…)”, 
sin embargo, esto no es exactamente así, ya que, nos encontramos por un lado que en otros artículos 
de la propia Convención sí que se regulan otros aspectos de los contratos (i.e. el artículo 8 regula la 
interpretación del contrato; los efectos de las prácticas y usos (art. 9); la modificación y terminación del 
contrato (art. 29) y por otro que no todos los aspectos de las obligaciones y  derechos de los contratos 
están regulados en la Convención (quedarían excluidos, por ejemplo, aspectos tales como la cesión de 
créditos, los intereses, la interpretación de los mismos, etc.).12

34. En cualquier caso, sí que podríamos afirmar que los puntos clave que se analizan en el pre-
sente supuesto sí que estarían regulados “bajo el paraguas” de la CVIM, ya que, la piedra angular del 
asunto gira en torno a las obligaciones de las partes, y en concreto en la obligación del comprador de 
comunicar al vendedor su disconformidad en relación con la mercancía recibida así como la resolución 
del contrato “en un plazo razonable”.13

35. Como afirma J. Carrascosa González, la CVMI conforma un conjunto de normas “self-
executing”: son normas que no necesitan desarrollo normativo posterior por parte de los derechos nacio-
nales de los Estados partes.14

36. No obstante ello, consciente de sus propias carencias y limitaciones, la propia Convención, 
en su artículo 7.2, prevé un sistema de aplicación de leyes de carácter subsidiario, para el caso de que la 
materia en concreto no venga regulada en la misma, y, así, las lagunas jurídicas que se presenten en su 
aplicación deben dirimirse de conformidad con “los principios generales” de la propia Convención (i.e. 
la buena fe de las partes en el cumplimiento de sus obligaciones, la seguridad jurídica, etc.) y, subsidia-
riamente, y a falta de los mismos, de conformidad con las normas de Derecho internacional privado.15 

12  F. Grob Duhalde, “El ámbito de aplicación de la Convención de las Naciones Unidas sobre la compraventa Internacional 
de mercaderías y su integración con el Derecho Internacional chileno”, Revista chilena de Derecho Internacional Privado, nº 27,  
Santiago de Chile, diciembre 2016, (https://scielo.conicyt.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0718-80722016000200002&ln
g=es&nrm=iso). 

13  Artículo 39.1 de la Convención de Viena de las Naciones Unidas sobre la compraventa internacional de mercaderías he-
cha en Viena el 11 abril 1980, en vigor con carácter general desde el 1 enero 1988 y, para España, desde el 1 agosto 1991 (BOE 
núm. 26 de 30 enero 1991 y BOE núm. 282 de 28 noviembre 1996).

14  A. L. Calvo Caravaca y J. Carrascosa González, “Derecho Internacional Privado”, volumen II, 10ª ed., Granada, 
Comares Editorial, junio 2009, p. 534.

15  Artículo 7.2 de la Convención de Viena de las Naciones Unidas sobre la compraventa internacional de mercaderías hecha 
en Viena el 11 abril 1980, en vigor con carácter general desde el 1 enero 1988 y, para España, desde el 1 agosto 1991 (BOE 
núm. 26 de 30 enero 1991 y BOE núm. 282 de 28 noviembre 1996).
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37. Para concretar entonces la situación respecto del presente caso, sería, pues aplicable en 
primer lugar la CVIM, para lo no regulado en la misma los principios generales que en ella se contie-
nen y, por último, y solo subsidiariamente, el derecho interno que resulte aplicable según las normas 
de Derecho Internacional Privado. Al no tener la Convención de Viena normas de conflicto, y, por lo 
anteriormente expuesto, debe estarse a lo dispuesto en el Convenio de Roma de 19 de Junio de 1980 
sobre ley aplicable a las obligaciones contractuales (pues, recordemos que, como la fecha de firma del 
contrato objeto de la sentencia es 20 de Mayo de 2008, y la entrada en vigor del Reglamento de Roma 
I es posterior, pues fue firmado el 17 de Junio de 2008 y además solo es aplicable, según su artículo 29, 
para los contratos firmados con posterioridad a 17 de Diciembre de 2009, sería aplicable el Convenio de 
Roma anterior que se menciona).

38. Dicho Convenio de Roma de 19 de Junio de 1980, en su artículo 4 establece que “a falta de 
la posibilidad de elección de ley aplicable por las partes, el contrato se regirá por la ley del país con 
el que presente los lazos más estrechos”, que, dadas las circunstancias concretas del supuesto que nos 
ocupa, sería la Ley alemana, ya que, la máquina debía ser fabricada en ese país, la empresa demandada 
tiene allí su sede, y además actora y demandada así lo asumen en sus respectivos escritos de demanda 
y contestación.

39. La Convención de Viena sí regula tanto las obligaciones de comprador y vendedor, como la 
falta de conformidad en la entrega de mercaderías y la consecuente obligación del comprador de comu-
nicar dicha circunstancia al vendedor y el plazo en el que debe hacerlo, así como los derechos y acciones 
(en este caso del comprador) en caso de entender que existe un incumplimiento por parte del vendedor, y 
la acción de resolución de contrato y cómo ha de ejercitarse. Sin embargo, no lo hace con la prescripción 
de las acciones, tema que, como posteriormente veremos, queda resuelto en este caso por la aplicación 
del “derecho interno que resulte aplicable” en este caso, el alemán.

40. En cuanto a los derechos y obligaciones de las partes, vienen explicitadas en la propia 
Convención (artículos 30, 35 y 53) pero solo vamos a hacer hincapié, por lo que respecta al caso comen-
tado, al artículo 35 de la Convención CVMI que establece el deber del vendedor de “entregar mercade-
rías cuya cantidad, calidad y tipo correspondan a los estipulados en el contrato (…)”.

41. La valoración de dichos parámetros (cantidad, calidad, tipo etc.) es importante, ya que cons-
tituye uno de los principales escollos en la práctica de la ejecución en la  contratación internacional y por 
ello es muy relevante reseñar que, a la hora de su interpretación tendremos que estar, en primer lugar a 
lo que se haya pactado entre las partes, esto es, a los términos del contrato; subsidiariamente, la propia 
Convención, en su artículo 35.2 establece unos criterios de valoración para el caso de que las partes 
nada hayan mencionado al respecto, por ejemplo: “que sean aptas para los usos a que ordinariamente 
se destinen mercaderías del mismo tipo”, “que sean aptas para cualquier uso especial que expresa o 
tácitamente se haya hecho saber al vendedor al celebrar el contrato”, o bien “que posean las cualidades 
de la muestra o modelo que el vendedor haya presentado al comprador”.

42. Es claro que, en el caso concreto objeto de nuestro análisis, hubo defectos importantes en 
la mercancía puesto que, a la hora de celebrar el contrato, se pactó explícitamente que la máquina de-
bía cumplir exactamente con unos parámetros de ciertos resultados, puesto que la TDU se sometió de 
común acuerdo por las partes a diversas pruebas de funcionamiento que debían arrojar unos resultados 
concretos de rendimiento no inferior a 2 toneladas/hora y algún tecnicismo más que allí se plasmó y, sin 
embargo, dichos resultados no fueron alcanzados en el test, por lo que objetivamente queda acreditado, y 
así se recogió en la sentencia, que realmente hubo defectos en la mercancía y, por tanto, incumplimiento 
en este sentido por parte de la empresa alemana vendedora.
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43. Consecuentemente, el artículo 36 de la CVIM consagra la responsabilidad del vendedor a 
este respecto.16

3. ¿Cómo ha de comunicar el comprador al vendedor la falta de conformidad en relación con las 
mercancías recibidas según la Convención de Viena de 11 de abril de 1980? ¿Y con respecto a la 
resolución del contrato?

44. En este punto, el planteamiento sería ¿qué puede y/o debe hacer el comprador al respecto? 
¿Menciona la Convención algo en relación  a los derechos que asisten al comprador ante tal situación 
y cómo debe ejercitarlos? Y la respuesta es afirmativa, y, de hecho, como se analizará un poco más 
adelante, es cierto que se detallan minuciosamente las posibilidades legales que asisten a la parte com-
pradora, como también lo es que se le imponen una serie de obligaciones al respecto sobre el cómo ha 
de hacerlo y en qué plazos, lo cual va a ser determinante en la resolución del presente supuesto, como 
de tantos otros.

45. En los artículos 38 y 39 de la CVIM se describen las obligaciones del comprador con respec-
to a la conformidad o no con la mercancía: por su parte el artículo 38 obliga al comprador a “examinar 
o hacer examinar las mercaderías en el plazo más breve posible atendidas las circunstancias”, y de 
implicar el contrato el transporte de las mismas, se establece que “el examen podrá aplazarse hasta que 
éstas hayan llegado a su destino”.

46. Por su parte, el artículo 39.1 CVIM le obliga a comunicarlo al vendedor “en un plazo razo-
nable”, y, en todo caso, el artículo 39.2 CVIM contiene una cláusula de cierre al respecto al especificar 
que el comprador deberá comunicarlo “en un plazo máximo de dos años contados desde la fecha en que 
las mercaderías se pusieron efectivamente en poder del comprador, a menos que ese plazo sea incom-
patible con un periodo de garantía contractual”. 

47. Es de destacar la relevancia máxima que ha querido darle la Convención a tal comunicación, 
de tal manera que, si no se efectúa por el comprador con los requisitos y en los plazos en ella estable-
cidos, el comprador pierde toda posibilidad de reclamar su falta de conformidad, decae su derecho, 
conforme a lo establecido en el artículo 39 de la misma.

48. Nótese, además, la importancia que a este respecto juega el hecho de que la carga de la 
prueba recae en el comprador, que tendrá que probar que efectivamente lo hizo y que, además, lo cum-
plimentó en el plazo que la Convención le concede a tal efecto.

49. ¿Y, cómo ha de hacerse dicha comunicación? ¿Es necesario que sea por escrito, o cabe la 
mera manifestación verbal del comprador? ¿Valdría una llamada de teléfono o un mensaje de whatsapp? 
Nada dice la Convención al respecto, por tanto, ha de entenderse que cabe cualquier modo de comu-
nicación, si bien, lo aconsejable sería utilizar un modo de comunicación “fehaciente”, por cuanto que 
luego facilitará la prueba en una hipotética reclamación judicial, ya que, como se ha dicho en el párrafo 
anterior, la carga de la prueba recae en este caso sobre el comprador.

16  Artículo 36 de la Convención de Viena de las Naciones Unidas sobre la compraventa internacional de mercaderías hecha en 
Viena el 11 abril 1980, en vigor con carácter general desde el 1 enero 1988 y, para España, desde el 1 agosto 1991 (BOE núm. 26 
de 30 enero 1991 y BOE núm. 282 de 28 noviembre 1996) establece que: “El vendedor será responsable, conforme al contrato y 
a la presente Convención, de toda falta de conformidad que exista en el momento de la transmisión del riesgo al comprador, aun 
cuando esa falta sólo sea manifiesta después de ese momento. 2) El vendedor también será responsable de toda falta de conformi-
dad ocurrida después del momento indicado en el párrafo precedente y que sea imputable al incumplimiento de cualquiera de sus 
obligaciones, incluido el incumplimiento de cualquier garantía de que, durante determinado período, las mercaderías seguirán 
siendo aptas para su uso ordinario o para un uso especial o conservarán las cualidades y características especificadas”.
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50. No obstante, el artículo 44 de la misma norma, otorga al comprador la posibilidad de reducir 
el precio o pedir indemnización por daños y perjuicios “siempre que pueda aducir una excusa razonable 
por haber omitido la comunicación requerida”.

51. Si bien es cierto que en el supuesto de hecho objeto de la sentencia analizada el comprador sí 
efectuó dicha comunicación al vendedor (pues remitió una comunicación con fecha 18 de Diciembre de 
2012) la pregunta que debemos hacernos en este punto es: ¿debe considerarse que dicha comunicación 
se hizo en un “plazo razonable” según los parámetros de la Convención? ¿Nos da la misma alguna pista 
sobre lo que debemos considerar un “plazo razonable”? 

52. Puesto que la contestación a tal interrogante es negativa y la CVIM no nos ilumina sobre 
la interpretación que ha de darse sobre comunicar al vendedor la falta de conformidad “en un plazo 
razonable”, es lógico pensar que cada Tribunal analizará las circunstancias del caso concreto a fin de 
encontrar el equilibrio necesario entre el interés del comprador en ejercer sus derechos en caso de falta 
de conformidad con la mercancía y el del vendedor en una pronta clarificación de las reclamaciones 
referidas a un contrato ya cumplido.

53. Entre los factores que tienen en cuenta las resoluciones judiciales y los laudos que resuel-
ven aplicando la Convención de Viena a tal efecto, se encuentran: la naturaleza de las mercancías (es 
totalmente diferente si son productos perecederos o no, por ejemplo), la obviedad sobre la falta de co-
municación en el supuesto en el que el defecto sea evidente o latente, o las prácticas comerciales y usos 
existentes entre las partes.17

54. En cualquier caso, y, como ocurre en otras ramas del Derecho, la interpretación jurispru-
dencial al respecto ha sido muy heterogénea, de tal manera que, para lo que a unos les parece “plazo 
razonable”, para otros, bien podría ser un plazo disparatado o fuera de lo aceptable, y todo ello, por 
supuesto, a la luz de las características específicas del caso concreto: no es lo mismo denunciar defectos 
sobre libros que sobre tomates frescos, o partidas de leche, etc.18

55. En el supuesto objeto de nuestro análisis, la entrega de la máquina encargada tuvo lugar el 5 
de Junio de 2009. Posteriormente, con fechas 25 de Mayo de 2010 y 13 de Mayo de 2011 se hicieron dos 
pruebas de funcionamiento de la misma, con resultado no satisfactorio para la compradora y, finalmente 
y, como se ha mencionado anteriormente, la compradora envió por conducto notarial a la vendedora su 
comunicación sobre falta de conformidad y resolución de contrato el 18 de Diciembre de 2012. Por tan-
to, y al haber transcurrido más de un año (concretamente un año y siete meses), la sentencia consideró 
que “no se trató en este caso de un plazo razonable” desde que tuvo conocimiento de los defectos que 
se reclaman.

56. Como muy acertadamente razona el Tribunal Supremo, “al tratarse de una máquina de la 
que se espera un resultado de funcionamiento, la falta de conformidad que consiste en el logro del ren-
dimiento acordado, no podía ser descubierta de manera inmediata con la entrega, sin embargo, tras las 
dos pruebas de funcionamiento posteriores efectuadas con resultados no satisfactorios, ya sí que podía 
el comprador, y debía haberlo hecho, haber comunicado su falta de conformidad al respecto; continúa 
el Alto Tribunal diciendo que “el comprador, por tanto, perdió sus derechos”.

17  United Nations, “Digest of Case Law on the United Nations Convention on Contracts for the International Sale of 
Goods”, New York, 2016, (www.uncitral.org/pdf/english/clout/CISG_Digest_2016.pdf)

18  LG München, 3 julio 1989 (Alemania) (PACE, traducción al inglés) (UNILEX): una notificación de la falta de con-
formidad de productos textiles realizada a los 8 días tras la entrega fue considerada razonable; LG Stuttgart, 31 agosto 1989 
(Alemania) (PACE, traducción al inglés) (UNILEX): 16 días para denunciar defectos en los zapatos comprados fue considerado 
irrazonable; OLG Düsseldorf, 8 enero 1993 (Alemania) (PACE, traducción al inglés) (UNILEX), 7 días después de la entrega 
de pepinos frescos fue considerado irrazonable. Cour d’Appel de Grenoble, 13 septiembre 1995 (Francia) (PACE) (UNILEX): 
un mes para la denuncia de la falta de conformidad del queso vendido fue considerado razonable.
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57. Es necesario poner de manifiesto que no hay que caer en el error de confundir el plazo que 
tiene el comprador para manifestar al vendedor su falta de conformidad con la mercancía así como la 
resolución del contrato con el plazo de prescripción de la acción para hacer valer su derecho ante los 
Tribunales.

58. Efectivamente, se trata de dos plazos distintos y que, además, implican consecuencias muy 
diferentes: el primero, como hemos explicado anteriormente, se regula,  y muy detalladamente en la 
Convención de Viena, en su artículo 39 y su falta de observancia conlleva, como también se ha especi-
ficado, la desaparición del derecho del comprador, mientras que en el segundo supuesto, el comprador, 
actor en la demanda, tiene el derecho a reclamarlo, aunque se le “ha pasado” el plazo para invocarlo 
ante los Tribunales.

59. La prescripción no viene regulada específicamente como tal en la CVIM, por tanto, y tal y 
como se ha razonado al principio de este artículo, sería de aplicación la ley alemana sobre la misma19, sin 
embargo, y tal y como se establece en la sentencia aquí analizada, no hace falta entrar en su valoración, 
porque “si ya desaparece el derecho del comprador, al no haberlo comunicado en el plazo establecido, 
ya no se puede invocar el mismo”: es decir no es que “haya prescrito la acción”, es que no existe la 
misma al haber decaído el derecho que la sustenta.

60. En cuanto a la resolución del contrato, hay que destacar que el propósito de la Convención 
es el de la tendencia máxima al mantenimiento, vigencia y continuidad del mismo y solo en caso excep-
cional ocuparse de la resolución de los contratos.20

61. Sin embargo, como no siempre es posible la preservación contractual, resultaba indispen-
sable regular los supuestos de incumplimiento, respecto de lo cual la Convención introdujo el vigoroso 
concepto del incumplimiento esencial del contrato, derivado de la noción conocida como “fundamental 
breach of contract” del Common Law que, básicamente, clasifica el incumplimiento del contrato de 
acuerdo con el grado de eficacia que puede representar respecto a la continuidad y vigencia del mismo.

62. En otras palabras, un incumplimiento será esencial en la medida en que frustre definitiva-
mente las expectativas del contratante cumplido. Desde otra perspectiva, un incumplimiento no será 
esencial si existe alguna alternativa que permita la supervivencia del contrato.21

63. El recurrente, en el esfuerzo estéril de que prosperara su recurso, intentó hacer valer el argu-
mento de que “como hay defectos en la entrega de la mercancía, no se ha cumplido el contrato y, por tanto, 
tengo derecho a resolver el mismo”, siendo el mismo inválido por la razón que a continuación se explica.

64. De entre las causas de resolución de contratos que se mencionan en la Convención, la que se 
relaciona con el supuesto que nos ocupa concretamente, viene amparada en su artículo 49, el cual, dis-
tingue entre la resolución contractual en caso de falta de entrega absoluta de la mercancía (no habiendo 
plazo de comunicación para el comprador en este caso) y la resolución contractual en la que el vendedor 
haya entregado las mercancías pero haya incurrido en incumplimiento de alguna de sus obligaciones, 
incluyendo, por tanto la entrega de mercaderías defectuosas o “no conformes” (que es lo que alega el 
demandante en este caso), y que sí estaría sometida a la obligación, conforme establece el artículo 39 
de comunicarla en plazo, teniendo que poner de manifiesto por parte del comprador en dicho plazo que, 

19  El artículo 195 del nuevo Código Civil alemán (Bürgerliches Gesetzbuch - BGB) (Bundesgesetzblatt, 29 noviembre 
2001) establece que el plazo ordinario o general de prescripción de las pretensiones en derecho alemán es de tres años.

20  El incumplimiento del contrato y sus efectos y las sanciones por la inejecución son tratados por los artículos 45 a 52, 61 
a 65 y 71 a 88 de la Convención de Viena de las Naciones Unidas sobre la compraventa internacional de mercaderías hecha en 
Viena el 11 abril 1980, en vigor con carácter general desde el 1 enero 1988 y, para España, desde el 1 agosto 1991 (BOE núm. 
26 de 30 enero 1991 y BOE núm. 282 de 28 noviembre 1996).

21  Vid.(http://www.isci.institute/es/herramientas-contratos-internacionales/analisis-del-convenio-de-viena-de-1980) 
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para él la entrega de la mercancías en tales condiciones supone un “incumplimiento esencial”, y, que, 
por tanto solicita la resolución del contrato.

65. Acertadamente, el Tribunal en el supuesto enjuiciado, estima que no procede la resolución 
del mismo por dicha razón anteriormente detallada y al haber desestimado todos los motivos del recurso, 
consecuentemente, impone las costas al recurrente.

III. Conclusiones

66. La importancia de la Convención de las Naciones Unidas hecha en Viena el 11 de Abril de 
1980 radica en la enorme seguridad jurídica que proporciona al tráfico jurídico-económico mundial y, 
más concretamente a la compraventa internacional de mercaderías, ya que, al estar suscrita actualmente 
por sesenta países, ofrece cobertura y uniformidad a más de 2/3 de la población mundial, por lo que se 
erige al tiempo como instrumento de prevención de conflictos mercantiles y de clave jurídica para la 
solución de los mismos.

67. No existe conflicto real en la concurrencia de la aplicabilidad de la Convención de Viena de 
compraventa internacional de mercaderías y la de otros Convenios o Reglamentos, como el “Reglamento 
de Roma I”, o el antiguo “Convenio sobre Ley aplicable a las obligaciones contractuales” de 19 de Junio 
de 1980 ó “Convenio de Roma”, primero por el “principio de especialidad” en Derecho Internacional 
Privado, que propugna la aplicabilidad de lo más específico sobre lo más genérico, y, además, porque 
tanto en éste último como en el “Reglamento de Roma” se especifica que los mismos no afectarán a la 
aplicación de los convenios internacionales de los que un Estado contratante pueda ser parte.

68. Como la Convención de Viena obliga al comprador que quiera denunciar algún defecto en la 
recepción de mercaderías en las compraventas internacionales por la misma amparadas, a ponerlo en co-
nocimiento del vendedor en un “plazo razonable”, sería muy aconsejable que los eventuales compradores 
internacionales tuvieran muy en cuenta su deber de examinar la mercancía en cuanto les sea posible a fin 
de poder verificar su conformidad o no con la misma (tanto en cuestión de calidad, cantidad, integridad, 
cualidades básicas de producto, etc., como en aquellos otros aspectos no tan evidentes pero que también 
han de ser comprobados)  y, además, de tener algún defecto, manifestar su disconformidad de manera 
fehaciente al vendedor, ya que sobre el primero recae la carga de la prueba de dicha comunicación.

69. Puesto que el principio general en la Convención de Viena es el de la “pervivencia de los 
contratos”, si la parte perjudicada pretende su resolución, ha de fundamentarla en un “incumplimiento 
esencial” de alguna de las obligaciones de la contraparte, y además, igual que en la conclusión anterior, 
al tener la carga de la prueba de su notificación previa a la otra parte, debería hacerlo de modo formal y 
que deje constancia y, además, lo antes posible desde que tuvo conocimiento de tal incumplimiento, para 
demostrar que lo hizo “en un plazo razonable”.

Compraventa internacional de mercaderías: efectos de la falta de comunicación...Montse Gómez Ferreres

http://www.uc3m.es/cdt
https://doi.org/10.20318/cdt.2021.5999

	_Hlk54965198
	_Hlk54720755
	_Hlk54808566
	_Ref46151937
	_Ref47351992
	_Ref50117858
	_Ref50589366
	_Ref51580351
	_Ref51580471
	_Ref51580480
	_Ref48670229
	_Ref48670322
	_Hlk56413926
	_Hlk56414564
	_Hlk56682064
	_Hlk56680633
	_Hlk56765760
	_Hlk56765809
	_Hlk58425656
	_Hlk56414390
	_Hlk56770042
	_Hlk56766293
	_GoBack
	_Ref45269070
	_Ref45641123
	_Ref45099625
	_Ref46131544
	_Ref44436043
	_Hlk58231590
	_Hlk45706333
	_Hlk45706421
	_Hlk43192453
	_Ref46131239
	_Hlk43189658
	_Hlk43189777
	_Hlk58694063
	_Hlk58694084
	_Hlk45295526
	_Hlk43476230
	_Hlk43825929
	_Hlk45549731
	_Hlk45269126
	_Hlk45620858
	_Hlk45269918
	_Hlk45722915
	_Hlk45273755
	_Hlk45273793
	_Hlk45527967
	_Hlk45274077
	_Hlk45274130
	_Hlk45274179
	_Hlk43744224
	_Hlk45729453
	_Hlk45274343
	_Hlk488245189
	_GoBack
	_Hlk58007961
	_Hlk58003020
	_Hlk58007523
	_Hlk57798639
	_Hlk58007982
	_Hlk57897404
	_Hlk58866454
	_Hlk58768035
	_Hlk58769568
	_Hlk56957240
	_Hlk58700440
	_Hlk58748568
	_Hlk56873304
	_Hlk56869565
	_Hlk56869944
	_Hlk58008445
	_Hlk58795792
	_Hlk57669362
	_Hlk58347626
	_Hlk58096050
	_Hlk57972553
	_Hlk57971592
	_Hlk57971834
	_Hlk57972423
	_Hlk58313712
	_Hlk58316271
	_Hlk58314403
	_Hlk58315872
	_Hlk58316535
	_Hlk58325361
	_Hlk58327360
	_Hlk58326815
	_Hlk58327635
	_Hlk58831501
	_Hlk58831971
	_Hlk58774072
	_Hlk58349236
	_Hlk50889630
	_Hlk58858469
	_Hlk58142517
	_Hlk58172825
	_Hlk58598285
	_Hlk58400427
	_Hlk58179021
	_Hlk58179119
	_Hlk53157160
	_Hlk58348012
	_Hlk50575304
	_Hlk58348184
	_Hlk56955089
	_Hlk53151838
	_Hlk57756734
	_Hlk56955681
	_Hlk58230159
	_Hlk58229033
	_Hlk58350782
	_Hlk58229740
	_Hlk58351229
	_Hlk58351335
	_Hlk58232870
	_Ref58707805
	_Ref49282121
	_Ref49327723
	_Ref49329489
	_Hlk58012598
	_Hlk54973482
	_Hlk46249388
	_Hlk54973343
	_Hlk57882743
	_Hlk55805484
	_Hlk55805343
	_Hlk52121106
	_GoBack
	_GoBack
	_Hlk56181506
	_GoBack
	_Hlk56181926
	_Hlk56181335
	_Hlk57545179
	_Ref44620286
	_Ref45017298
	_Ref43203706
	_Hlk57161748
	_Hlk57501935
	bookmark329
	_Hlk40370124
	_Hlk57148206
	3zy8sjw
	i.-os-factos-do-caso
	ii.-a-questão-prejudicial
	X3eda1b27f3b3d27735151e188e516281bcd2b95
	iv.-análise
	considerações-gerais
	Xee74f72b94971267f27497a1e475ac63fc0b856
	X64c690157b8ef396d307dc76145c086e223229e
	v.-conclusões
	ci
	_GoBack
	point19
	_Hlk56928892
	_Hlk54951785
	_Hlk54967436
	_Hlk57890410
	_Hlk57894350
	_Hlk57894938
	_Hlk55927429
	_Hlk56103033
	_Hlk56120163
	_Hlk56257996
	_Hlk56186433
	_Hlk56103061
	_Hlk56161659
	_Hlk56162883
	_Hlk56710625
	_Ref60881508
	_Ref60880262
	_Ref60883030
	_GoBack
	here

